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1. El problema

El problema de si los créditos tributarios gozan o no de derecho de abs­
tención en el convenio que trata de poner fin a la quiebra de las sociedades
anónimas constituye un ejemplo más de la situación, verdaderamente com­
pleja, de la todavía vi2:ente lee:islación concursa!. cat'acterizada, como es
sal~ido, por una pluralidad de\extos normativos, que han sido generados
en distintos momentos históricos V sin una adecuada coordinación, algo que
pro\'oca multitud de incertidumbres jurídicas v económicas. En este caso,
en efecto, se entrecruzan, sin una coordinación adecuada, normas del Códi­
go de Comercio v de la Lev General Tributaria (v de la Ley General Pre­
supuestaria); se producen r~misiones normativas dentro de(propio Código
de Comercio, que no son de fácil interpretación, y existen, en fin, modifi­
caciones legislativas en la Ley General Tributaria (yen la Ley General Pre­
supuestaria) cuyo alcance no es tampoco sencillo de determinar.

El problema puede plantearse en los siguientes términos:

A) De un lado, la Ley General Tributaria confiere a los créditos tribu­
tarios un privilegio, al sefialar que «la Hacienda Púhlica gozará de prelación
para el cobro de los créditos tributarios (... ) en cuanto concurra con acree­
dores que no lo sean de dominio, prenda, hipoteca o cualquier otro derecho
real debidamente inscrito» (art. 71). El crédito tributario es, pues, un crédito
privilegiado, en el sentido, como enseña DiEZ-PICAZa (1 l, de que «la ley con­
cede a un acreedor la facultad de cobrar con preferencia a los demás acree­
dores c. ..) sobre el producto obtenido con la realización de los bienes del

(1) Vid.. DIEZ-PICAza, Furldamelltos del Derecho civil patrilllollial, I (4." ed.), Madrid.
I ()93, pg. 751.
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deudor», algo que y'a resulta tradicional v que, ante cllcnor literal del rell'.
rido precL'pto, no debe admitir duda alguna (11.

Al regular L'I comenio cn la ljuiebr;.¡ ()\, cl (,c')digo de Comercio tliSJ1llll c

en su (lr!¡"clIlu 9{){) que ,dos acrL'edores ( ... ) ¡Jr¡¡'ilcp,iados ( .. ) p()L!rún (ih,;;.,
/11.'''''(' de tomar parte en la rcsoluciC')J1 dc la Junta sobre el l'Ol1\t'lljo; \ ~th"

teniL'ndost". L'stc no ks depararú perjuicio en sus rL'specti\os JL'I\xh",
añade en el arlh'ulo 90-/. que, «aprobado d cOll\cnio, v sal\'() In di'¡'h'"
CII el artículo 9{)(), serú obligatorio para el fallido \ para todos los ;ll"i"l'L't!liI,"
cuyos crl'd ¡tos dalt'n de L'P0C(I él ntcrior a h, (kc larac ión (iLO qu iL'hra. \" PUé'

de c\:tral1ar, pucs, que, a tenor ck ".'sas normas (kl Código de COl11er~'i,) 'l'

ha\a concluido que Jos cn:'ditos tribularios gozan dc derecho ck abql'1lli'iI
en la quiebra t4) v quc, consecucntt'mt'nte, péu'ccicra lógico qUL'1a Ll'\ Cl'nl"
¡"al Tributaria, dL' 196~, ni siquicl"a se pronunciasc e\presamel1k sobl\' ,"~e

derccho, por entendL'I" que dL'ri\aha autnmútici.lnwnk de su carÚl.·lL'i p::,

vi kgiado.

Esa conc!usi()J1 \·cIH.iría a re!r'endarse en recientes modil iCélL"io!1L':'> k~¡,"

lati\·as. En clecto, por Le\ 2Sí199~. dl' 20 ueiulio, de moditit'aci(ll1 r,lI,¡,::
de la Le\ GL'neral Tributaria, el arr¡'cII!u ¡ 29.-/. de la Le\ General TJ"jhllt<lI;~i

pasa a e'stabkccr lo siguientt': d:'1 caráeta lJril'ilt!f!,iadu(¡e lus cn'di/ll' ni;;!,
tarios (J{or~a (/ la Hacicllda PlIlJlica t'! dt'lt'cho dt' (/!J"tcllciólI ('11 los 1m Il("'"

cOIlCllrsa1l;....'. :-\0 obstante, podrá. en su caso, suscribir acuL'rdos () ,'(¡l1\l'ni;"

l'oncertados en el cursn de los procesos concursalcs para lo quc sL' J"l'l·llIl'li'·'¡
únicamente autorización del úqlano compdL'nte de b Agt'l1t'ia Est~ll,d d,'
Administracic)n Tributaria». En la misma línea. el artículo 3Y.2 (ILO la L,'\
General Presupuestaria, en la rL'daccic'>n dada por la LL'\ S::iílY99. (k 2~ l:l
diciembre, de medidas fiscales. administrativas \ dd orden social. l'~ldbk,l

(11 I "iel., sin cmb,tnw, las reso/uL'lones
de la DireLTi<ín Gener,;' de II)~ Re>!istms \
del Notariado de 25 de junio de 1979 (R]
1597) , de 20 de fcbrno de 191<7 (RJ 1061<)
qUe'. precisamente, negaban l'! derecho de
abstención en la sllsJ)('n~úin de pagos de
determinados cn?ditos tributario:'> ~obre la
bastO de que no tenian b considcraci<">n de
singularmente pt·i\'ile¡!iados. La afirmaci<">n
no deja LI..: ~uscitar perplejidad, porque la
Lt" de Suspension de Pagos no limita el
derecho de abstención a los titulares de (TL;­
dito~ ~ing:ularll1enle pri\'ilegiados, sino que
lo extiende a todo:'> los crédilos prhilegia­
dos, contenidos en los números l." a 3." del
articulo Y 13 del Codigo de CO!l1ercio
(ar!. 15.[11).

Cosa distinta es que, en la actualidad, :'>e
discuta la cOl1\'eniencia de mantent'r la pre"
ferencia de los acreedores públicos, tema
qUé se debat,' también en t'l proceso de
"cfol'ma <.it: la leg.isbCJón concursal cspaJlola
(¡'h/. ME''''\'DEI. BnTC,\ rcflexiol1cs so/m' /a

reforlllo d<,/ f){'/'cC!w Ct1IlCIII""¡!' c'n /ln;1',<L:

jc a ./OSt; ,\'\arj¡l Chico \ OrtÍI ' \L.':.'!;!

199:'. pgs. 1313,1.~24·. ROlOiBI': "(\\ ¡.¡,'

1I1/{'j'as ,\oh,." t'/ den'cllO d<, ,',
AA VV. "Derecho cOllcursal ar~el1!lnli l' ¡n,"

rOi1llleric,¡m¡". Buenos Air"" 1'1<),-., l\

Pu. 171. a!l1I~lia!l1elllt'. G·\R.RIPO, lrc'ili'¡" .. :.
., " " . ' " ,'1 '()IIII/a., /-,"<,/"""/lc/(/,\ del ('redilO, i\1.I<l1 Il, -

pgs 465 \. ss. "
~(3J No inlL'I'csa ahora b p",i,ioll illl'!':,"

ca de los créditos Iribularios l'l' C",I' ,le

liquidaci('ll \ rcparto dcl aCli\o, (lill' l" ;.

quc, l'abalmt'nlc, tr:..¡ta dc recogerl'III':l";'!"
precepto dc la Le\ General Triblll;¡¡ii,I"'IW
la cual j·¡tl.. POI: todos. G·\RRIP(l, 7}(I!':!"

pgs. 465 , ss .. 572 'ss.. 591. 'i991., .'
(4) ¡:id., por lOdos, GO\lL1 CIBRiK' .Ie<'

COI1CW'r<'lIóa del cr¿dilo Iri/mll/uu. ii':";'l ':"

/ " / P'JIll"",i .. ',sllslml/i,'os \. prOt"l'l 1!11t'1l/li <"~o '"I"

"()OO P",'" "'36 \' ss' V,\RO'\, E.! (lt(III"',
- • E" -- .' .... • '1 J()[j(l
'¡¡I/ario ('/1 la II 111 t:/Jf{I , \<t1ladoJ¡L., -
pgs. 263 , ss.
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qUl' «el carácter privilegiado de los créditos de la Hacienda Pública otorga
:\ C'sta el derecho de abstenciún en los procesos concursalcs, en cuvo curso,
no obstante, podrá suscribir los acuerdos o convenios pre\'istos en la legis­
lación concursal, así como acordar (.. ,) unas condiciones singulares de
pago.. ,)) ,

Así. pues, desde esta perspecti\'a, no parece e-.;istir duda dL' que los cré­
ditos tributarios. en cuanto créditos pri\'ilegiados, gozarían de derecho de
abstención en la quiebra, de conformidad tanto con el Código de Comercio
lomo con la Lt.'v General Tributaria v la Lc~' General Presupuestaria, vello
con independencia de que la quiebra alccte a un empresario individual o
a lIlla sociedad mercantil.

B) Sin embargo, la consideración de otros rreceptos rarece conducir
a ia solución contraria. Como es sabido, en la legislación espafíola, aunque
b técnica empleada no sea ciertamentt' L'xquisita, c-.;iste un doMe' régimen
!llrfdico dd cOIlI'c'niu ell la ({lIie'!Jm: uno para el empresario indi\idual \ otro
para la quiebra de las sociedades, particularmente anónimas. En efecto.
haio la significati\'a rúbrica de «Disposiciollcs gent'l'ul¡Js relati\as a la quiebra
(!Lo las sociedades JIlercwlliles el1 gCl/cral», la Sección 7." del Título IV del
Código ele Comercio (arts. 923 a 929) contÍ\:ne ullas importantes cspccia­
iidlldcs de la quiebra de las sociedcu/¡Js. particularmente anónimas (:; J, por
oposicióll al resto de las normas del Título IV, que aparecen, pues, rensadas
s(do para el empresario individual. Entre esas normas, interesa destacar
,dlOra el artículo 929 dd Código de Comercio, que dispone que las propues­
tas de convenio que presenten las sociedades «deberán r¡J,mf¡'t'I'se con ar"'.',~lo

Ii /u que se dispone en la Sección siglliellle» ,

La Sección siguiente (la octa\'a). a la que se remite la norma anterior­
mente referida. contiene, bajo la "úbrica «de la suspensión de pagos \' de
las quiebras de las compaiií~\s \' emrresas de ferrocarriles \ demús obras
públicas», dos significativas disposiciones que interesa destacar, La prime­
ra, I~~ del articlIlo 932, cu~-o rárrafo segundo disrone que «para los efectos
I'elatlvos al convenio, se dividirán los acrL'edores en Ires grupos: el primero
con:prenderá los créditos de trabajo personal (. .. ); el segundo, los de las obli­
gal'lones hipotecarias (. .. ); v el tercero, lodos los dt!/Iuís créditos, cualc/uiera
(11/(' sea su l1alura/e~ay (mie;¡ de prelaciól1 entre sí v con rdación a los grupos
<IntL'riores)), en el que se inclu\'en todos los lT~ditos pri\ilegiados \' por tan-
to, los tributarios. '

La segunda disposición es la del artículo 937, según el cual «aprobado
el convenio (... ), será obligatorio para la ('ompafíía o empresa deudora v
rara lodos los acreedores CUyOS créditos daten de época anterior a la sus­
pens,iún de pagos (... )>>. Con~o fácilmente se observa, ese precepto. a dife­
renCIa del artículo 904, l/O exime de la ohligatoriedad del C0111'e¡ÚO (l llinglÍll
acr' I S', lI S" ., d IC'd'tec 01', I a e () se une la circunstancia de que en esa t'CClon e oIgo-(:;) Sobre esas especialidades, !'id.. por
lodos BEl"·R - - V' ,

. , ,1\;, o/ Q/Ilebm de SOCiedades
1II11íllill1as, en "EJB", 1Il. \;1acj¡-id, 199::;,
pgs, ."44." \' ss
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de Comercio 110 se menciona la existe7leía del derecho de abstención, deberb
concluirse que. por mandato del legislador, en la quiebra de las compai'1ía,
de ferrocarriles y, por remisión, en la quiebra de las sociedades l1Jl!íllill/(/\

no existe el derecho de abstención. ." que, el1 consecuencia, 110 lJlledell~o;!lr

de (filos créditos tributarios ni ningún otro. A tenor de estas disposiciolws,
la figura del derecho de abstención en el convenio quedaría reducida, pue"
a la quiebra del empresario individual. a la suspensión de pago:, de cual·
quier empresario (art. 15.I1I L5P)~' a los procedimientos concursaks c¡\¡le"
de quita y espera ~'de concUl'so de acreedores (art. 1917 CC).

Pues bien, para tratar de resolver esa contradicción normati\a. l" ¡)!L"
ciso plantearse, de modo sucesivo, las siguientes cuestiones:

A) En primer lugar, hay que recOl-dar el concepto \ la finalidad dl'l
derecho de abstención como medio de tutela de los créditos pri\'ikgiad(h
en los convenios concursales (11).

B) En segundo lugar, es preciso determinar si en las suspensiones dI.'
pagos y quiebras de las compañías de ferrocalTiles y demás obras pública,
existe o no derecho de abstención como medio de tutela de los créditos pri­
vilegiados (In).

C) En tercer lugar, debe dilucidarse si la remisión que, para el cOll\cnio
de las sociedades anónimas, realiza el artículo 929 del Código de Comercio
a las normas sobre suspensiones de pagos y quiebras de compañías de ferro­
carriles y demás obras públicas se extiende o no al tratamiento de los l'rl'·
ditos privilegiados ~', en consecuencia, al derecho de abstención (IV).

D) En fin, hay que pronunciarse acerca de si las mencionadas reforma,
de la Le~' General Tributaria v de la Ley General Presupuestaria moditican
o no la legislación concursal y. en pal-ticular, si permiten considerar q.UL'

han venido a conceder el del'echo de abstención a los créditos tributanos
en cualquier procedimiento concursal (V).

11. El derecho de abstención como técnica de tutela de los créditos
privilegiados en el convenio

Como es sabido, el derecho de abstención constituve la técnica de ILltl'b
fundamental de los créditos privilegiados en el caso de que la solución del
procedimiento concursal sea el convenio y no la liquidación: los acret?doJ'l.'s
privilegiados gozan de la facultad de no participar en la solución conn'n1da

POI- el deudor y la mayoría de sus acreedores y, en consecuencia. dc no
someterse a ella v satisfacer su crédito sin las limitaciones que el cOII\cnIO
fije (6). En efect¿, cuando la solución de la quiebra es la liquidación dl'¡
patrimonio del deudor, los privilegios se ejercitan fácilmente, ya quc con-,
sisten, precisamente, en que los correspondientes créditos se satisfagan pOl

(6) lIid. GARRIDO, Tratado, pgs, 680 y ss.
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delante de otros, con lo que el único problema nidica en el reparto adecuado
del producto de la liquidación. Ésa, es, por ejemplo, la idea que expresa el
artículo 71 de la Ley General Tributaria cuando establece el pri\ilegio de
la Hacienda Pública.

Cuando la solución de la quiebra no es la liquidación del patrimonio del
deudor, sino un convenio, no sin'e esa técnica de tutela v ha de buscarse
otra. La más importante v la más extendida es, precisamente, el derecho
de abstención, que permite a los acreedores pri\'ilegiados no participar en
las \'Otaciones \' no resultar afectados por el convenio que se adopte. Ésta
es, como vimos, la técnica de tutela que sigue el Código de Comercio en
los artículos 900 .v 904, v es también la que se sigue t'n la Lev de Suspensión
de Pagos (art. 15.IIl LSP), que incluso la extiende a los mal llamados acree­
dores de dominio (art. 22 LSP) (7), así como en los procedimientos de quita
\ espera v de concurso de acreedores (art. 1917 CC).

\;0 puede confundirse la técnica del dCTecho de abstención con la del
derecho de ejecución separada, privilegio consistente en la posibilidad de
satisfacci(¡n del crédito al margen del procedimiento concursal (Xl, aunque
a1t!unos créditos pri\'ilegiados disfruten de las dos facultades. Quiere ello
decir, para lo que ahora interesa, que los titulares del derecho de ejecución
separada disfrutarán de su especial facultad con independencia de que ten­
gan o no, además, derecho de abstención en el convenio. Así, cualquiera
ljue sea la solución que se adopte I'especto a la titularidad del derecho de
abstención de los c"éditos tributarios. si un crédito de esta naturaleza se
encuentra garantizado con un derecho real, disfrutará de la posibilidad de
la ejecución separada propia de los acreedores con garantía real, e, igual­
mente, si la Hacienda Pública hubiese iniciado el procedimiento de apremio
antes de la apertura de la quiebra, podría seguir adelante con la ejecución
(arts. 129.3 LGT v 93,1 del Reglamento Gene"al de Recaudación) (l)).

. El derecho de abstención no puede considerarse una característica
Intrínseca del crédito privilegiado que sería equi\'alente a la preferencia en
caso de liquidación. En efecto, de un lado, el derecho de abstención no es
la única técnica de tutela posible para los créditos privilegiados en el con­
\enio, sino que existen otras técnicas, entre las que pueden destacarse la
exigencia de mayorías refOl"Zadas v la distribución de los acreedores en gru­
pos para la apr~)bación del conv~nio (\0), De otro lado, en consecue;cia,
el derecho de abstención no puede considerarse como una cualidad esencial
de los privilegios que hubiera de ser respetada en todo caso por la ley en
cualquier procedimiento concursa\. Antes al contrario, la figura del derecho

L (7) .URíA/M~"J'.NDEZ/BELTRAN, e-n
IlRJAiM¡·.:\ÉNDEZ, Cursa de DerccllO merclII1f1l.

,pgs. \017-1018.
. (R) Para la distinción entre el privilegio

\ .el derecho de ejecución separada vid.
DIFl-PI(·ZO L 'd' "1' i. .. ".,« os cre Itas pnvl eg¡ac os en
el ' -loncurso de acreedores», en AA VV, L(l

re/órl1lQ del Derecho de qllil'hra (.fonIadas
sobre la re/(¡rl1ll1 del Derecho C011clII:,;al ('spa­
Ilo!). Madrid. 1982. pg. 296; GARRIDO. Trata­
do. pg:s. 677 v ss.

(9) Vid. URiA/ME!'iÉ'\DEZ/BELTRÁN. en
URiAlMENENDI'Z. Curso, II. 937 \' 962 \' ss.

(\ O) GARR)[)O, Tra/{/do, pg:s.·677 v·ss.
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de abstención ha llegado a merecer severas críticas doctrinales. En efl:l'{O
se ha dicho que «si en el caso de liquidación de la empresa en quiehra dicho;
p¡-jvilegios provocan normalmente la insatisfacción absoluta de los crédito,
ordinarios, en caso de convenio en la propia quiebra o en la suspenSi('lI1lk
pagos muchos de sus titulares se com'ierten también en árbitros de la solu·
ción de la crisis al gozar del denominado derecho de abstellci!511, qUl' b
faculta para no participm- en las deliberaciones de las juntas de acreedorl"
v, en consecuencia, para no verse afectados por el conn'nio alcanzado eJlUl'
el deudor:v los acreedores ordinarios» (11). Y, en la misma línea. se ha alir·
mado que <da abundancia de acreedores con derecho de abslL'nciún ,'(111·

vierte el convenio en una posibilidad fallida. pues la necesidad de pa~dl

inmediatamente a los acreedores con derecho de abstención reducl' al mÍn;·
mo, cuando no anula, las posibilidades de que el deudor pueda continu:u
su actividad mercantil v logre satisfacer en una medida signiticati\;t los .1<:"
ditos ordinarios. Los créditos (privikgiados... ) gravan sobre el palrillllll1i ll

concursal como un peso muerto, dificultando considerablemente la ohll'Jl'
ción de un resultado económico beneficioso. El pago inmediato (k esto'
acreedores suele resultar imposible sin la liquidación de la empresa" 1:>.

III. La inexistencia de derecho de abstención en la quiebra de las
compañías de ferrocaniles y demás obras públicas

Es probable que un razonamiento de ese tipo se encuentre en la ba~l'

de la decisión legislativa según la cual, precisamente en la quit'hra dt' la,
compaí1ías de felTocarriles ,. demás obras públicas, no se conceda a 10:-' (1\"

ditos privilegiados el tradicional derecho de abstención, sino que esa tl;(IÚ(;)
de tutela sea sustituida por la de los ~rtlpOS de acreedores. En efecto. COIlW

es sabido, esa legislación especia!, q~e alTanca con la Ley de 12 de nmi.l'Il;'
bre de 1869, se caracteriza por su marcada ¡rl/alidad de COIlse/WICIOI! (J¡' 11'

empresa C/I crisis, claramente puesta de manifiesto cuando se estabkcl'. rOl
ejemplo, que «por ninguna acción judicial ni administrati\<.I pod¡;¡
interrumpirse el servicio de explotación de los ferrocarriles ni de nin~lIll;1

otra pública» (art. 931 CCom). Con esta regulación se trataba. en ddi_niti":1
de ofrecer a la gran empl-esa una nueva legislación concursal que I:\\o!'t··
ciese su conservación en caso de crisis (13 l.

Parece claro que en este procedimiento especial 110 existe la j(!.!,lIra de!
derecho de abstel1ciól1 el1 el cOl1vel1io, ni de los créditos privilegiados nI dl'
ningún otro (l4).

(11) !\1E!\E\:DIJ, en ES/lidios Chico,
rg. 1323

(12) GARRIDO, Tra lado, pg. 683.
(13) ViJ .. ampliamente. DL:OLE, La

l1Iodemi::.aciril/ Jel Derecho cOI/Cll/sal ell el
siglo x/x: el significado his/árico de la Le\' de
J2 de l7ol'iell1bre de J869 subre 1" quiebra de
las cOlllpmiías de (errocarriles. en «Estudios

de Derecho mercantil en HOl1lenajl' ,Ii ~r:',
fesor Antonio Polo». Madrid. ¡':lB!. r~' l.'
V ss.
, (14) Así, URiA/MESF7\D¡·.zi8E1TR,\\' ,él

LRIAi\1ESE7\DEZ. Curso, 11, pg., J021': (rk
\lÁ/SANCHO, Clirso Je Derecho ('0;/(/11.'(;1.

Madl'id. 2000, pg. 228.
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a) De un lado, a diferencia de lo previsto con carácter general por el
artículo 900 del Código de Comercio. no existe norma alguna en esta Sec­
ción que se refiera explícita o implícitamente al derecho d~ abstención.

b) De otro lado, la comparación entre los artículos 904~' 937, que esta­
blecen de forma prácticamente idéntica la obligatoriedad del convenio para
el deudor.v para los acreedores anteriores a la declaración de quiebra, pone
de manifiesto la significativa diferencia de que este último no pre\'(~ excep­
ción alguna. atinente a los acreedores con derecho de abstención. Por tanto,
el convenio es obligatorio para todos los acreedores dd quebrado, sin que
SI.' conceda a los acreedores privilegiados el den:.'cho de abstención.

el En fin. la inexistencia del derecho de abstención Cl'a va notoria en
la Le\' de 12 de noviembre de 1869, sobre quiebra de las compañías de ferro­
carriles, canales y demás obras públicas, antecedente de la regulación de
la Sección 8." del Código de Comercio, cuyo artículo 12 se limitaba a esta­
blecer que «los convenios (oo.) entre las Compai'iías v sus acreedores serán
obligatOl'ios para todos los interesados en el ferrocarril».

La Ley de 1869 .v, tras ella, el Código de Comercio, slIstilll.\'(;'11 el derecho
de ahstención por llIUl técl1ica de tutela disrinta v, ademas, de 11111\' diferentc'
alcrl11ce, :va que no puede considerarse que sea de la misma inten~idad para
lodos los acreedores privilegiados. En efecto, inspirándose en el artícu­
lo 12.II de la Ley de 1869, el artículo 932.1I del Código de Comercio divide
a los créditos en tres grupos, "para los efectos rclati\'os al C0I1Wl1io». El pri­
mer grupo está compuesto por «los créditos de trabajo personal ~. los pro­
cedentes de expropiaciones, obras y material». El segundo grupo. se integra
por "los de las obligaciones hipotecarias emitidas por el capital que las mis­
mas representen, por los cupones y amortización vencidos v no pagados
(... ), dividiéndose este grupo en tantas secciones cuantas hubieren sido las
emisiones de obligaciones hipotecarias». Y el tercer grupo se integrará por
«lodos los demás créditos que existan contra la Compañía. clIalquiera quc'
Sfa su l1aturaleza y ordel1 de prelación entre sí y con relación a los créditos
de los grupos anteliores» (15). Con ello se pone de manifiesto claramente
la intención del legislador de someter al convenio a los créditos privilegia­
dos, cuya tutela se basa exclusivamente en la exigencia de mayorías dentro
ck cada uno de los gIUpOS. En efecto, integran~el tercer grt'ipo todos los
acreedores singularmente privilegiados (salvo, en su caso, los salariales que
tengan esa condición) \' todos los acreedores privilegiados, entre los que han
de incluirse. k)gicame~te, los créditos tributarios (16).

(15) Vid. DLQl'E, en ES/lidios Polu,
pgs. 163 v ss.

. (16) Así, Sentencia de la Audiencia
rerr't . 1dlona e Barcelona de 30 de junio de
1987 (en «RJCat», 1987,971l.

Puede afirmarse inLiuso que esa forma de
lUida basad I . . d ',.' ' . a en a eXigencIa e ma.vonas,
es 1l11ensa sólo pam determinados crédilos

privilegiados (los derivados dd crédilO per­
sonal ,'dc obligaciones hipotecarias), ya que
los restantes -entre los que se incluyen,
como hemos dicho, los crédilos tributa­
rios- forman pal-te del tercer grupo de
acreedores, cuva protección es menor. En
decto, el artículo 9:-5 del Código de Comer,
cio, siguiendo nuen\menle lo prcyisto en la
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IV. El alcance de la remisión del artículo 929 del Código de Comercio

Verificada la inexistencia del derecho de ahstención en la suspenSi('lIll'"
pagos v la quiebra de las compañías de ferrocarriles v dem{ls obras pühlica,
se trata ahora de determinar si la I-emisión del ~lI-tículo 929 a la rdnid~l

normati\'a especial se extiL'nde o no a la inexistencia del derecho de ah"
tención. Como se ha señalado. el Código de Comercio conticm' un Job'"
régimen para el convenio en la quiehra. aplicable, respecti\'amcllte al
empresario persona física (arts, 898 a 907) v' a las sociedades mercalltib
(arts. 928 v 929. que. a su vez. se remite a los arts. 932 a 938) 1171.

La lectura de los artículos 928 v 929. que establecen el régimen del ('l¡!l­

venio en la quiebra de las sociedades. es sumamente ilustrativa: la ditererKld
de régimen jurídico con el convenio en la quiebra del empresario indi\iJual
obedece a la decidida intención legislati\'(l de facilitar la COIlSeCl/ciril1 del (111/­

"ellio c()11clIrsa! con el propósito claro de (m'orecer la CO/lsen'(]ci<íll C/, In
empresa. algo que al tiempo de la promulgacic'm del Código dl' (o!nl'rl'in
se consideraba fundamental en relación con las grandes empresas. idellti·
ficadas entonces con las sociedades anónimas. Así. en primer lugar, l,l (u­
tlól!o 928 dicta una norma especial sobre el contenido del rom'cnio, l'sl~l­

bleciendo que "podrá tener por objeto la continuación o el traspaso dl' la
empresa», algo que hoy puede resultar ohvio, pero que en el a¡'lo 1~8:" k'lli~1

el significativo sentido de poner de manifiesto que la quiebra de una 'OCil'­
dad anónima -a diferencia de la quiebra de un empresario indi\idual-­
no había de significar la liquidación de la empresa.

y, en segundo IW!ar, el articulo 929. tras subravar en el primer inci-o
la continuielad de la ~()ciedad. que necesita de una ;-epresentación se ;lki~,
de la quiebra del empresario individual respecto a la tramitacíún dl,j co!l­

venio: de un lado. al establecer que la propuesta de conH.'nio podrú prl'­
sentarse en cualquier estado de la quiebra, parece permitir qUL' las S(lUl"
dades alcancen un convenio con sus acreedores aun cuando la quiebra sL'J
calificada como fraudulenta (t'id.. por el contrario, art. 898.11 (COI11), \, Lb­
de luego, sin esperar a la calificaciún de la quiehra (1·id.. por el rontrall 11

art. 898,[ CCom), y permite igualmente que se realice la propuesta JL' coll-

Lev de 1869, est<lblece en su pÓITalo p¡'ime­
ro que "el convenio quedará aprobado por
los acreedores si lo aceptan los que repre­
senten tres quintas panes de cada uno de los
grupos (. .. ) sciialados en el artículo 932»;
pero aiiade en el párrafo segundo que "se
enlenderá igualmente aprobado por los
acreedores si no habiendo conclllTido, den,
lro del primer plazo señalado al efecto,
número bastante para formar la mavOJía de
que antes se trata, lo aceptaren 'en una
segunda com'ocatOl-ia acreedores que repre­
sentaren los dos quintos del total de cada
uno de los dos primeros grupos (oo. l, siempre

que no hubiese oposici(lIl que L,\(:,'d,1 d,'
otros dos quintos d.. cualquitTa de liJe1:'"
grupos (oo. l, o del total pasiHl», .,

(17) Está fuera de toda cluda, pOI b JI"
ci6n del artículo 928 \' por lo que luc~fl ~,'
dini sob¡'(' el origen d~ esta l1ormati\'a L'~I~C­

cial. que la remisión está pensada pal a ,,1'
sociedades anónimas, Lo que se discute e,
. ' . I ' 't' >ndl' fl 11(>;1

SI esa normativa especia se (X It
las demás sociedades l"id" por todos, GILlI./

La ' 1 1 .' en H¡:R\'I\IHGO, . qllle 7ra: e COIIVl'IlIO, ". '"

MARTí (coorcl.), "Suspensión de pagos, ~¡~~'I
bra e insolvencias punibles», Valencl¡\, - '
Il,pgs,1036yss.l
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\'cnio antes de que termine el reconocimiento de créditos (vid., por el con­
trario, arto 898.1 CCom). De otro lado, v lo que ahol"a interesa, establece que
las propuestas de convenio «deberán resolverse con arreglo a lo que se dis­
pone en la Sección siguiente». El artículo 929 del Código de Comercio, en
la parte relativa a la tramitación del con\"(~nio de las sociedades mercantiles
quebradas, ha sido calihcado, en consecuencia, con acierto, como una 1101'­

lila de remisiól/, cuyo alcance ha de considerarse, pues, gel/eral (1 R).

De este modo, parece que debe entenderse comprendida en la remisión
no sólo la sustitución de la celebración de una junta general por la trami­
ladón escrita, algo que tiene su fundamento, una vez más, en la conser­
\ación de la empresa (19), sino toda la regulación contenida en la referida
Sección H.". En efecto, de un lado, resulta verdaderamente esclarecedor de
la intención del legislador el origen del precepto, ~'a que, como se ha obser­
\ado, "el artículo 929 del Código de Comercio de 1885 es el resultado de
la rdundición de los artículos 22 v 20 de la Lev de 12 de no\'Íembre de 1869,
En d al1ículo 22 se regula la repr~sentación d¿ la Compañía de Ferrocarriles
durante la quiebra y en el artículo 20 se admite que tales sociedades anó­
nimas especiales puedan hacer a sus acreedores las proposiciones de con­
\l'l1io que consideren «en cualquier estado del procedimiento de quiebra»,
las cuales -añade dicho art. 20- «se sustanciarán \' se resol\'erán en la
turma que establece esta Le."» (20).

De otro lado, parece igualmente claro que la expresión «deberán resol­
\erse" no atiende sólo a la forma concreta de conclusión del convenio (en
junta de acreedores o por adhesiones escritas), sino a todo lo relacionado
con la conclusión del convenio, y en pal1icular, para lo que ahora interesa,
Con la formación de grupos de acreedores (21), Y, en consecuencia, con el
/1(} recOllocil11iel1to del derecho de abstellcióll. Puede concluirse, por dio, que,
mientras en el convenio del empresario individual los acreedores prí\'ile­
giaL10s gozan de derecho de abstención, esta figura no existe en el convenio
de la quiebra de sociedades anónimas, que por tanto, \'incula a la sociedad
quebrada y a todos sus acreedores concursales (22).

La razón de la falta de reconocimiento del derecho de abstención en la
quiebra de las sociedades anónimas va la conocemos, porque es exactamen­
te ~a misma que había llevado al legislador de 1869 a no concederlo en las
qlliebras de las compañías de ferrocarriles: el reconocimiento del derecho

(18) ROJO, La lramitaciófl escrita del CO/l­

¡'('/lio en la quiebra ." efl la slIspeflSiól1 de
pagos. en «Estudios de DCl"Ccho mCITantil
en H . 1 .\' . omenaJe a Profeso!" Broseta Pont»,
Halencla, 1995, 111, pg, 3262: GALl.EGO. en

l:RNANlJEZ MARTI (coord.), Suspellsió11 dI'
Jla~o.\, 11, pgs. 1034 V ss.
la (19) Sobre e~lo, 'RoJo, en Estudios 8ros/!­

, 1Il, pg~. 3.2~9 v ss.: DE l.A CUESTA, Los
l/lodos de tenni/1c¡ción de la quiebra enAA vv ' ,

, Derecho concursal, «Cuadernos de

Derecho judicial», n, Madrid, 1992, pgs. 643
v ss.
. (20) ROJO, en Estudios 8msera, pg. 3260,
nota 22.

(21) ROJO. en Fsrl~dios Bmsera. pg. 3264:
CORDO', -"/lsT/ellsió/1 de pagos r <{uiebra. Una
visiÓI¡ jurisprude1lCial, Pamplona, 1995,
pg. 268: GALLEGO, en HERNANDEl MARTl, Sus­
pel1.'ió¡¡ de pagos. n, 1070.

(22) CERnMSAJ\cHO, op. cir .. pgs. 216 y
221'.
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de abstención obstaculiza la conservación de la empresa, que es la linalidad
perseguida por el legislador cuando regula de forma especial la quiehr<l de'
las sociedades anónimas.

Es cierto que la remisión del artículo 929 del Código de Comercio aL,.,
normas de la Sección 8.:' origina importantes dificultades prúcticé\s, qUl'
han sido suhravadas por la doctrina, rL'iati\'as sohre todo a la form'.lL'i'Jn
de los tres grupos de acreedores requeridos, va que pocas sociedaL!l's emill';)
obligaciones hipotecarias í2.'1. v, en consecuencia, a la determinaciún de L"
ma~'orías requeridas para la conclusión del conn'nio. Pero no l'S menos cie'}'­
to que esas dificultades deben superarse con una ¿ldl'cuada intqn<lci('ll1 dl'
las lagunas normativas v con la correcta interprl'tación de las normas c\i,­
tentes,:-' en modo alguno mediante hl negaciún de la remisión \ la aplic¿ICi('1I1
indiscriminada de las normas rrevist¿ls para el convenio de los clllprl"a:-¡(I'
individuales. Parece daro que la Lev ha querido que no cxista dercl'Iw (le­
abstención en el com'enio de la quiehra <.,k las sociedades anúnimils \ ni'
es posible afirmar su existencia apelando a las dificultades pr:lcticas dl' L,
aplicación del régimen especial de las compai1ías de lcITOC<llTik".

V. El sentido de los artículos 129.4 de la Ley General Tributaria y
39.2 de la Ley General Presupuestaria

La última duda resulta de las modificaciones Icllislati\as experimenta­
das por la Le\' General T,"ibutaria \' la Le\ General p'~esupuestaria,qUl' alu­
den expresamente al carácter pri\'ilegiado ~ al derecho de ahstención (k ¡o~
créditos tributarios. Como se ha sei1alado, d artículo 129.4 de la Le\ Geíle'­
ral Tributaria, tras la reforma de 199.:1, establece qUL' «el carácter pri\iic'­
giado de los créditos trihutados otorga a la Hacienda Pública el deJ'l'l'h"
de abstenciún en los procesos concursales. No obstante, podrú, en su ca'o.
suscrihir acuerdos o con\enios conCl'rtados en el curso de los procesos con­
cursales para lo que se requerirá únicamente autorización del órgano com­
petente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria». En la misma
línea, el artículo 39.2 de la Ley General Presupuestaria, tras la reforma l!e'
1999. dispone que «el carácter privilegiado de los créditos de la flaCll'nU;!
Pública otorga a ésta el derecho de abstención en los procesos c()ncursak~
en cu:-'() curso, no ohstante, podrá suscribir los acuerdos o comellios rrl'­
vistos en la legislación concursa!. así como acordar (... ) unas condicionl"
singulares de pago... ». Y, en el mismo sentido, se ha modificado. en lin. b
Ley General de la Seguridad Socia!.

Se ha escrito que esas normas se impondrían a lo preceptuado en clal'­
tículo 937 del Código de Comercio, con lo cllal el derecho de abstenl'lOn
de los créditos tributarios v de la Seguridad Social sería el único n-'c()no<'~ld(\
en el caso de convenio en quiebra de sociedades v de quiebra de ('()ll1ran¡a~

(23) RoJO. 0ll. cil .. pg. 3267: CFRIM/SANCIIO, op. Cil., pg. 220.
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dL' ferrocarriles (24 J. Es decir, que la Le\ General Tributaria ~' la Le\ General
Presupuestaria -:v la Le~ General de la Seguridad Social- habrían dero­
1!ado el Código de Comercio para conceder a los acn:l'dores público:"'> -.\'
~()I() a los acreedores públicos- derL'cho de absknción en cualquier pro­
(edimiento concursal.

Sin L'mbar~o. L'sa afirm'.IL'i('m suscita serias dudas, porque parece que no
L'S tarea de la Le~ General Tributaria ni de la Le' General Prl'supuestaria
--ni de la Le.' General dL' la Seguridad Social- detel'l11inal- en qué pl'OCC­
dimientos concursales ha de existir el derecho de abstención como norma
(k tutela de los créditos pri"ilegiados, Más correcto parece entel1lkr que
dicha legislación se limita a L'stabkce¡- que los créditos tributarios. en cuan­
to cr0ditos privilegiados, han de gozar de la tutela pn>vista para los mismos.
\. en consecuencia, deben tener derecho de abstcnci(¡n allí donde el orde­
namiento jurídico lo conceda, es decir, en la quita \ espera, en el concurso
(k' acreedon?s, en la suspensi(m de pagos \. en la quiebra del emprL'sario
indi\'idual (\, en su caso. en la quiebra de sociedades de personas); pero
no pueden tener ese del-echo de abstención allí donde el ordenamiento jurí­
dico no se lo reconoce a ningún ac¡'eedor, sencillamente porque no se con­
templa como medio de tutela de los créditos, es decir, en la quiebra de com­
pai'lías de ferrocarriles ~' demás obras públicas \ en la quiebra de las socie­
dades anónimas. Si, como es el caso, un procedimiento concul'sal no reco­
noce (krecho de abstención a ningún acreedor, no es razonable concluir
que los rderidos preceptos lcgislati\"()S Jo estarían otorgando a los lT~ditos

tributarios. Ello creal'Ía situaciones insostenibles: no sólo sería imposible
lkterminar el régimen jUl"Ídico de ese derccho dc abstención qUL' las normas
ulllcursales no otorgan, sino que, además. se estaría creando una indefen­
dible desigualdad de trato cntrc los créditos privilegiados.

Además, la razón de ser de la rdorma de las referidas Le\es no parece
que juera la de modificar las normas concursa les. En d'ectc;, como se ha
seí1alado, se trataba, ante todo (25), de salir al paso de algunas discutibles
resoluciones de la Dirección General de los Rc[!istros \' del Notariado (de
25 de junio de 1979 y de 20 de febrero de 1987) que hal~ían negado el dere­
dlO de abstención de determinados créditos tributarios en la suspensión de
p~lgos sobre la base de que no tenían la cOllsidL'ración de créditos pri\"ik­
gl.ados (26). Se ¡'eacciona legislati\'amente, de modo que se seflala que el cré­
d.no tributario es, en sentido estricto, crédito privilegiado Y, en consecuen­
Cia, ha de gozar de las facultades atribuidas a los créditos privilegiados: pre­
lación en caso de liquidación (art. 71 LGT. que sí modifica la graduación
dl' créditos fijada en el Código de Comercio .v en el Código Civil) \' derecho
de abstención en caso de convenio, allí donde el derecho de abstención exis-

(24) CERI>A!S,\'\CHO, Curso. l)l!. 221',
(2') ) GOME7 C.-\.HRER'\, COI~CUrrcllcio,

pgs, 236 v 237.

21(2~J ~omo va se indicó (vul., supra" nota
, LIl 1ealidad lo que esas resolUCIones

llegaban era el carácter singulannellte pri­
\'ilc!.'.iado de <.!ctenninados eréditns tributa­
rios~ pero, l'n cualquier caso. pon!an en
duda el derecho de abstt'Ih.:ión de' los <''I'<.'di­
tos tributarios en la suspensión ele pagos,
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ta (arts. 1917 ce. 15.m LSP v 900 CCom). y se trataba, de otro lado, de
dejar claro, frente a lo que normalmente se venía entendiendo (2"i!, que la
Hacienda Pública, como acreedor privilegiado ~', por tanto, titular del dnL"
cho de abstención (allí donde exista), puede renunciar a su den.'cho \ SOll!L"
terse al convenio como cualquier otro acreedor. a pesar de la naturakzd
pública de sus créditos, de modo que establece quién tiene la facultad (k
renunciar a ese derecho en cada caso (21').

La conclusión es clara: en la todavía ,'igente legislación concursal /il'
créditos privilegiados ~'. entre ellos, los tributarios, carecen de derecho de
abstención en la quiebra de las sociedades anónimas. quedando, pues. obli·
gados a participar en el convenio ~. a los efectos del mismo. Ciertan1L'Ilk',
podría dudarse de la conveniencia de suscitar este delicado prohlcma l';~

pleno proceso de reforma de la legislación concursal espaílo!a, que -cornil
es sabido- suprimirá de raíz toda incertidumbre al respecto (2')i; pero hd
parecido conveniente hacerlo en la medida en que, de un lado, rneb. l!lld

vez más, la insostenible situación del vigentt' Derecho concursal L'Sp,1l1o! \
en que, de otro, siempre resulta útil el reconocimiento de los propios 1'ITOI'L'S
para no volverlos a cometer en el futuro.

(27) Vid., todavía, SALA RElx,\CHS, La
Hacienda Pública en los procedimientos COI/­

cursa/es, en «RGD», 1997. pgs. 145-146.
(28) Así, VAROr-.;A, Crédito trihutario,

pgs. 265 '1 ss.
Cuestión distinta, que no viene ahora al

caso, pese a las graves dudas que suscita, es
la facultad que la reforma de la Lev General
Presupuestaria confiere a la iJacienda
Pública de llegar a acuerdos con el deudor
al margen del convenio,

(29) Es claro, en efecto, que la Ley Con­
cursal de 9 de julio de 2003, que entrará en

vigor elIde septiembre de 2004, aunque 110

utilice la expresión «derecho de ab'lcll,'
ción», utiliza esa técnica de tutela pala

d d"'1 'd . entre lo'to os los cré Itos pn\'¡ egm o,. .'
que se encuentran los tributarios. En ('lec't

o

el a¡'tículo 91 prevé que «son ~rédilosco~
privilegio general (... ) 4." Los credllO' lId,)I"

h 'bl' \' el 'Ir·tarios v demás de Derec o pu ICO", . ,
tículo i 34.2 dispone que «los acreedores pn·

d . l do' al COIl'vilegiados sólo que arán vmcu a "
'd I ., h b' 1 \'ot~do "tenl o de convenio SI u. ¡erel .

favor de la propuesta».


